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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 18 de agosto de 2022. 

 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone derogar el cuarto párrafo del artículo 5 de la Ley Orgánica 

Municipal para el Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

 

MARCO LEGAL 

 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 2 de 

agosto de 2022, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

 

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 28, celebrada el 5 de agosto de la presente 

anualidad, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de 

la Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de recabar 

sus consideraciones, y posteriormente conformar la opinión respectiva. 

Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 fracción XI, 

de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se conformó la 

actual opinión jurídica. 

 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 30, celebrada el 18 de 
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agosto de 2022, el Pleno, por conducto de la Presidencia de este 

Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir opinión 

jurídica sobre la iniciativa de derogar el cuarto párrafo del artículo 5 de 

la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, y que en lo 

esencial hace referencia a los argumentos que a continuación se 

exponen: 

 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

 

Objetivo y contenido de la iniciativa 

 

El promovente plantea que la redacción del cuarto párrafo del 

artículo 5 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato 

presenta mayor beneficio a la autoridad que al gobernado al 

establecer que ‘’en caso de que el Ayuntamiento, el presidente 

municipal o los titulares de las dependencias y entidades de la 

administración pública municipal no dieran respuesta en los plazos 

señalados, se tendrá por contestando en sentido negativo’’. 

 

El promovente también señala que, dicha redacción vulnera el 

derecho de petición consagrado en diversas disposiciones nacionales 

e internacionales, como lo son: el artículo 24 de la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; el artículo 23 de 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; y el artículo 8 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

En este sentido, la iniciativa en cuestión plantea la derogación 

del párrafo cuarto del artículo 5 de la Ley Orgánica Municipal, a 

efecto de que, acorde a lo expuesto por el promovente, exista una 

congruencia entre el derecho de petición y el derecho de respuesta 

para los ciudadanos, pues la actual redacción de dicho párrafo,  

“permite a la autoridad no dar respuesta ni en tiempo ni en forma y 

que este silencio se tomará como que se contestó la petición en 
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sentido negativo, dejando al ciudadano sin ningún método de 

defensa ante la negativa de la autoridad” 

 

Reforma con la cual se omitiría de la Ley Orgánica Municipal 

para el Estado de Guanajuato, la figura de la negativa ficta. 

 

En cuanto a la propuesta de reforma, en lo general: 

 

Se considera que no es correcto derogar el párrafo cuarto del 

artículo 5, pues resultaría contraproducente con lo expuesto en los 

motivos de la presente iniciativa y atentaría directamente contra los 

intereses del gobernado, ya que la negativa ficta no es una licencia 

“que permite a la autoridad no dar respuesta ni en tiempo ni en forma 

y que este silencio se tomará como que se contestó la petición en 

sentido negativo, dejando al ciudadano sin ningún método de 

defensa ante la negativa de la autoridad” por el contrario, se trata de 

que ante el silencio de la autoridad administrativa, el ciudadano 

cuente con instancia de defensa ante la cual acudir en caso de la 

inactividad de las autoridades municipales. 

 

La negativa ficta surge en Francia hacia 1900, en el artículo 3o. de 

la Ley del 17 de julio y se incorporó en los siguientes términos:  

 

“En los negocios contenciosos que no puedan ser promovidos 

ante el Consejo de Estado bajo la forma de recurso contra una 

decisión administrativa, cuando transcurra el término de cuatro meses 

sin que se haya dictado ninguna decisión, las partes pueden 

considerar su petición como negada y procederán ante el Consejo de 

Estado”  
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Esta figura es adaptada por nuestro país mediante la Ley de 

Justicia Fiscal del 22 de agosto de 1936, la cual creó los Tribunales 

Administrativos y estableció esta figura jurídica en su Artículo 16, el cual 

dispone:  

 

“El silencio de las autoridades fiscales se considerará como 

resolución negativa cuando no den respuesta a la instancia de un 

particular en el término que la ley fije o, a falta de término estipulado, 

en noventa días”.  

 

Cabe precisar que, el derecho de petición consagrado en el 

artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

«por un lado, otorga a los gobernados la potestad de acudir a los entes 

del Estado a formular una solicitud por escrito, de manera pacífica y 

respetuosa y, por el otro, concede a todo funcionario público la 

facultad expresa de pronunciarse sobre las pretensiones que se le 

formulen»1, por lo tanto respecto al gobernado, la redacción del 

                                                           
1
 Tesis: I.1o.A.13 CS (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, Febrero 

de 2018, Tomo III, página 1416Registro digital: 2016238 
 
DERECHO DE PETICIÓN. EL PRECEPTO QUE FUNDA LA COMPETENCIA DE LOS ENTES DEL ESTADO PARA 
RESPONDER LAS SOLICITUDES FORMULADAS CON MOTIVO DE SU EJERCICIO, ES EL ARTÍCULO 8o. DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
Para que un acto sea acorde con el derecho a la seguridad jurídica, previsto en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que el órgano emisor cite las 
disposiciones legales que lo facultan para desplegar la atribución ejercida; sin embargo, tratándose de actos 
que se dictan con motivo del ejercicio del derecho de petición, la norma que funda la competencia de la 
autoridad que contesta la solicitud es precisamente el artículo 8o. de la Carta Magna, el cual, por un lado, 
otorga a los gobernados la potestad de acudir a los entes del Estado a formular una solicitud por escrito, de 
manera pacífica y respetuosa y, por el otro, concede a todo funcionario público la facultad expresa de 
pronunciarse sobre las pretensiones que se le formulen, sin que al emitir el pronunciamiento escrito sea 
necesario citar expresamente el precepto 8o. referido, en virtud de que ese acto sólo puede tener lugar 
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cuarto párrafo del artículo 5 no vulnera su derecho de petición, pues 

de ninguna manera se desprende que el ciudadano no pueda acudir 

ante la autoridad a formular una solicitud por escrito, de manera 

pacífica y respetuosa.  

 

Ahora bien, respecto de la facultad y obligación de las 

autoridades para pronunciarse sobre las pretensiones que se le 

formulen, es claro que esta obligación persiste aun cuando la 

legislación contemple la figura de la negativa ficta, pues dicho 

supuesto aplica únicamente ante el silencio de la autoridad 

administrativa. 

 

Entonces, la negativa ficta es una formulación legislativa y 

doctrinal, que tiene por objeto dar certidumbre a los administrados 

frente a la inactividad de la administración, abriendo las puertas del 

órgano jurisdiccional. Se trata de una ficción jurídica que crea el 

legislador en favor del administrado, en virtud de la cual, cuando una 

petición no es resuelta en el plazo fijado por la ley, se entiende resuelto 

negativamente y tiene como finalidad dejar al particular en aptitud de 

combatir por los medios legales dicha resolución.  

  

                                                                                                                                                                                 
como consecuencia de una solicitud, pues de lo contrario el mandamiento relativo no tendría como origen el 
derecho de respuesta. Máxime que esa prerrogativa de los gobernados no constriñe a las autoridades a 
pronunciarse sobre aspectos para los cuales no tengan atribuciones o exista algún obstáculo, pues deben 
actuar dentro del marco constitucional y legal que las rija, por lo que en ocasiones la respuesta de la 
autoridad será en el sentido de que carece de atribuciones para dilucidar lo conducente, en cuyo caso, no 
habrá alguna disposición que justifique esa postura; por tanto, lo jurídicamente relevante será que la 
petición del interesado no quede sin respuesta. 
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En el ámbito local, los artículos 153 y 154 del Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios 

de Guanajuato, disponen:  

 

Artículo 153. Las autoridades administrativas del Estado y sus 

municipios están obligadas a contestar por escrito o por medios 

electrónicos cuando proceda, las peticiones formuladas por los 

particulares, dentro de los plazos que señalan las disposiciones jurídicas 

aplicables. A falta de disposición legal expresa, las autoridades 

deberán producir sus respuestas dentro de los siguientes treinta días a 

partir de la recepción del pedimento, con independencia de la forma 

o medios utilizados para su formulación.  

Una vez transcurrido el plazo, si la autoridad administrativa no ha 

emitido la resolución correspondiente operará la afirmativa o la 

negativa fictas conforme al presente Código.  

Cuando se requiera al promovente para que exhiba los 

documentos omitidos o cumpla con requisitos formales o proporcione 

los datos necesarios para su resolución, el plazo empezará a correr 

desde que el requerimiento haya sido cumplido.  

 

Artículo 154. Transcurridos los plazos citados en el artículo anterior 

sin que se notifique la resolución expresa, se entenderá que ha 

operado la negativa ficta, que significa decisión desfavorable a los 

derechos e intereses jurídicos de los peticionarios, para efectos de su 

impugnación. 
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De los artículos transcritos, se observa que el verdadero objeto de 

la negativa ficta es crear una ficción jurídica para que el particular que 

ha ejercido su derecho de petición no se quede en la incertidumbre 

jurídica, y pueda acceder a los entes jurisdiccionales administrativos, 

garantizando su derecho de acceso a la justicia.   

 

Entonces la negativa ficta busca que, ante el silencio 

administrativo, surja una auténtica garantía jurisdiccional, evitando 

que la justicia resulte inaccesible para quienes carecen de una 

decisión previa qué recurrir; ya que contiene un alcance puramente 

procesal por el cual se abre el acceso a los tribunales, otorgando al 

particular un acto administrativo qué impugnar y considerándose 

cumplido este requisito previo a la presentación de la demanda, pese 

a la inactividad de la administración.  

 

En ése sentido, cuando se actualiza la negativa ficta, el derecho 

de acceso a la justicia también se ve protegido en los artículos que 

regulan el proceso administrativo tales como los siguientes: 

 

Artículo 263. La demanda deberá presentarse por escrito o en la 

modalidad de juicio en línea ante el Tribunal; y por escrito ante el 

Juzgado respectivo, dentro de los treinta días siguientes a aquél en 

que haya surtido efectos la notificación del acto o resolución 

impugnado o a aquél en que se haya ostentado sabedor de su 

contenido o de su ejecución, con las excepciones siguientes: 

I… 

II… 
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III. En caso de negativa ficta, la demanda podrá presentarse en 

cualquier tiempo, mientras no se notifique la resolución expresa. 

 

Artículo 266. A la demanda se anexará: 

I… 

II. Los documentos en que conste el acto o resolución impugnado, 

cuando los tenga a su disposición; o en su caso, copia de la solicitud 

no contestada por la autoridad; 

 

Artículo 284. El actor tendrá derecho a ampliar la demanda, 

dentro de los siete días siguientes a la fecha en que surta efectos la 

notificación del acuerdo recaído a la contestación de la demanda, en 

los casos siguientes: 

I. Cuando se impugne una negativa ficta; 

 

De ahí que resulta obvio que, como ya se precisó anteriormente, 

la figura conocida como negativa ficta no es una licencia “que 

permite a la autoridad no dar respuesta ni en tiempo ni en forma”, sino 

una ficción jurídica legislativa y doctrinal, que brinda certidumbre a los 

ciudadanos ante el silencio de la autoridad administrativa y otorga 

una instancia de defensa jurisdiccional ante la falta de respuesta 

contraria a sus intereses. 


